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CONTRA LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / PROPIEDAD PRIVADA –PETICIÓN – DEBIDO PROCESO / AUSENCIA DE INMEDIATEZ / “De las demás pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se evidencia el certificado de tradición del automóvil de placa PEH-042 del 15/801/2016 donde aparece como actual propietaria la señora Carolina Echeverri Rendón (folio 16), lo que significa que pese que la actora afirma que transfirió la posesión de dicho automotor cuando lo vendió en el año 1998 a “Jorge Suárez”, no realizó la tradición del vehículo en su momento y oportunidad, por lo cual le corresponde asumir las consecuencias derivadas de tal comportamiento.   En tal virtud, no puede ahora, luego de más de 18 años de la supuesta venta del aludido vehículo, pretender sin prueba alguna, que la FGN le certifique que el mismo se encuentra a su disposición cuando al parecer está en manos de un tercero que lo aseguró con la Compañía Mundial de Seguros S.A. y que le hizo la respectiva revisión técnico mecánica, lo que se desprende de la página web del RUNT (folios 14 y 15).

(…)

Aunado a lo anterior, la señora Echeverri Rendón tampoco verificó el principio de inmediatez que se requiere  observar por quien pretende que por vía de tutela se restablezcan los derechos fundamentales vulnerados.  En relación a la inmediatez, la accionante manifestó haber comparecido al proceso penal por la conducta delictiva de secuestro seguido en contra del presunto comprador del vehículo de placa PEH-042 en hechos ocurridos en el año 1998, lo que se infiere que la señora Echeverri Rendón no interpuso la acción de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, en oposición al principio de inmediatez.  De tal manera, que se puede concluir que la afectación de los derechos fundamentales invocados no demandan la intervención urgente y expedita del juez constitucional. Frente a  la inmediatez, la Corte Constitucional en la Sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de octubre de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.929
Hora: 1:15 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el abogado Francisco Javier Gómez Soto, apoderado judicial de la señora Carolina Echeverri Rendón en contra de la Fiscalía General de la Nación, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales de propiedad privada, debido proceso y petición.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Informó el abogado Francisco Javier Gómez Soto que la señora Carolina Echeverri Rendón en el año 1996 compró un automóvil marca “Toyota Corola Stat Wagon” de placa PEH-042, el cual fue matriculado a su nombre y estuvo en su poder hasta que decidió venderlo en marzo de 1998 al señor Jorge Suárez, al que no le hizo el traspaso respectivo y quien al parecer estuvo involucrado en una investigación por el delito de tentativa de secuestro y por tal razón, el vehículo aludido fue decomisado.  Así las cosas, la señora Echeverri Rendón como propietaria inscrita del automotor fue vinculada al proceso, al que compareció con abogado.  Posteriormente, la señora Echeverri Rendón solicitó la entrega del automotor, pero nunca se tomó decisión alguna y por el contrario la FGN le indicó que el mismo no aparecía. 
Señaló el apoderado de la actora, que en el año 2000 su mandante se “desentendió” sobre el tema del vehículo aludido, toda vez que solicitó asilo político a los Estados Unidos y salió del país.  Igualmente, dio a conocer que en el año 2002, estando la actora fuera de Colombia, continuando el carro desaparecido y sin tener la misma que ver con la importación del mismo, le fue embargado un inmueble de su propiedad por parte de la Secretaría de Hacienda de Risaralda por concepto de impuestos y de lo cual no pudo dar las explicaciones, ya que no pudo viajar. Manifestó que a principios de este año, le fue embargada de la cuenta bancaria de la señora Echeverri Rendón la suma de $16.250.000 por motivo de la “mala importación” del citado automotor, pues no se pagaron los impuestos debidamente.
Mencionó que en el certificado de tradición del vehículo en cuestión, consta que el mismo no ha sido traspasado ni ha sido sujeto de registro ni de medida alguna por parte de la FGN, pues sólo le aparece lo concerniente a un comparendo y a los impuestos. Por lo tanto, en la actualidad el automotor se encuentra en circulación, con SOAT y revisión tecnomecánica vigentes, así como la expedición de un seguro obligatorio a nombre de un tercero, sin que la señora Echeverri Rendón haya sido notificada de algún procedimiento o medida sobre el vehículo.
Puso en conocimiento que el 10 de marzo de 2016 solicitó ante el Director Seccional de Fiscalías, doctor Jorge Mario Trejos que le fuera certificado que el vehículo incautado se encuentra a disposición de la FGN desde 1996 (sic), a quien se le requirió información sobre la decisión adoptada sobre el vehículo y en qué calidad se entregó el mismo, toda vez que luego de 20 años de realizada la contratación, el automotor sigue en movimiento y sin inscripciones en el certificado de tradición.   Al respecto, el funcionario mencionado contestó que había dado traslado de su petición al Coordinador de la Secretaría Común de la Seccional, en cabeza del señor Diego Mario Osorio Zuluaga, por ser la dependencia encargada de tramitar los requerimientos de los procesos adelantados en vigencia de la Ley 600 de 2000.  El 16 de abril de 2016 el Coordinador mencionado contestó que  realizó todas las gestiones tendientes para dar respuesta, pero que no obtuvo resultados positivos.
El apoderado judicial de la accionante indicó que revisada la página web del RUNT se hallaron los datos actuales que registra el automotor objeto de esta acción de tutela.

2.2.  En el acápite de pretensiones, el abogado de la señora Echeverri Rendón solicitó: i) amparar los derechos fundamentales a la propiedad privada y debido proceso de su mandante, ii) ordenar a la Fiscalía General de la Nación que certifique que el vehículo de placa PEH-042 se encuentra a su disposición desde 1996 (sic), iii) ordenar a la misma entidad que informe qué decisión adoptó con respecto al vehículo antes identificado y en qué calidad lo entregó y iv) ordenar a la Fiscalía General de la Nación que se entregue el automotor aludido.  (Fls. 1-6)
2.3.  Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder para actuar (en original), ii) derecho de petición del 7 de marzo de 2016, iii) respuesta del 28 de marzo de 2016 emitida por el Director Seccional de Fiscalías, iv) respuesta del 21 de abril de 2016 proferida por el Coordinador de la Oficina de Servicio al Ciudadano, v) “pantallazo” de la página del RUNT y vi) certificado de tradición placa PEH-042 (Fls. 7-17).
2.4. El 22 de septiembre de 2016 el Magistrado Duberney Grisales Herrera de la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de este Distrito Judicial profirió auto mediante el cual había admitido la presente demanda de amparo (folio 20).  Sin embargo, el 27 de septiembre de 2016 dispuso el envío del expediente a la Oficina Judicial para que sometiera la acción de tutela a reparto por considerar que el amparo debía ser conocido por esta Sala (folio 25).

2.6. El 29 de septiembre de 2016 se avocó el conocimiento de la demanda de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a la FGN y se vinculó al Coordinador de la Secretaría Común de las Fiscalías Seccionales de Risaralda (folio 31).

3.  RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. COORDINACIÓN OFICINA DE SERVICIO AL CIUDADANO -OSAC
Manifestó que el 30 de marzo de 2016 se recibió petición de la señora Carolina Echeverri Rendón procedente de la Dirección Seccional de Fiscalías para lo cual se adelantaron las gestiones pertinentes con el fin de ubicar el caso expuesto por la accionante, enviándose solicitudes al Grupo de Automotores de la SIJIN, a la Oficina de Bienes de la Fiscalía y al Instituto Municipal de Tránsito, con resultados negativos.

Informó que con oficio No.0079 del 21 de abril de 2016 se le informó a la señora Echeverri Rendón que no había sido posible encontrar el automotor de placa PEH-042, situación que en igual sentido se había puesto en conocimiento de su abogado.

Señaló que revisados los sistemas de información de la entidad SIJUF-SPOA, libros radicadores desde 1995 a 1999 de las extintas Unidades Previa y Permanente, Unidad de Vida, Patrimonio y Ley 30 de 1986, como demás libros de las fiscalías regionales y especializadas, no se halló investigación alguna por el delito de secuestro en contra de Jorge Suárez. (Fls. 39-41)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) solicitud información de la Oficina de Seguimiento al Manejo de Bienes Incautados, ii) traslado de la petición de la accionante por parte del Director Seccional de Fiscalías al Coordinador de Secretaría Común, iii) oficio del 31 de marzo de 2016 dirigido al Jefe de Grupo Automotores SIJIN, iv) oficio del 31 de marzo de 2016 dirigido al Jefe de Oficina de Bienes de la FGN, v) oficio del 31 de marzo de 2016 dirigido al Director Instituto Municipal de Tránsito, vi) respuesta del 8 de abril de 2016 de la Sección de Bienes de la FGN, vii) respuesta del 8 de abril del Jefe de la Unidad Investigativa de Automotores SIJIN MEPER, viii) respuesta del 19 de abril de 2016 del Instituto Municipal de Tránsito de Pereira, junto con el certificado de tradición del automotor de placa PEH-042, ix) respuesta dirigida a la señora Carolina Echeverri Rendón con fecha del 21 de abril de 2016.  (Fls. 42-57)

3.2.   DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS 

Hizo referencia a la petición de la accionante con respecto al automotor de su propiedad y que fue incautado por un presunto secuestro en el que se vio involucrado el señor Jorge Suárez, sin que la misma haya indicado más datos sobre ese ciudadano, ni hubiera aportado documentos que soportaran la compraventa del rodante para conocer los datos personales del comprador. Sin embargo, informó que esa Dirección con esos datos mínimos, se dio a la tarea de consultar el sistema misional SIJUF, sin encontrar registro alguno.  Por lo tanto, se dio traslado de la solicitud de la actora al Coordinador de la Secretaría Común por ser la dependencia encargada de los archivos y libros radicadores.
Señaló que a la accionante se le enteró sobre las diligencias adelantadas para ubicar la investigación en contra del señor Jorge Suárez, sin que se obtuvieran resultados positivos  y por lo tanto, se le solicitó que aportara más información sobre los hechos para facilitar la ubicación de la investigación, pero la misma no contestó al respecto.
Manifestó que para dar respuesta a la presente demanda de amparo se dispuso la búsqueda de la investigación en los sistemas de información SIAN-SIJUF y en los libros radicadores de los sindicados existentes, no sólo con el nombre de Jorge Suárez, sino con el de Carolina Echeverri Rendón, con base en lo dicho por su apoderado judicial en el sentido que la misma había sido vinculada al proceso, con resultados negativos.
Indicó que para agotar los mecanismos de búsqueda de la precitada investigación, solicitó a la Dirección Seccional de Medellín mediante oficio No.02054 del 04/10/2016 información sobre si existe registro alguno de investigación por la Fiscalía Regional contra del señor Jorge Suárez y Carolina Echeverri Rendón, por el presunto delito de secuestro en hechos ocurridos en marzo de 1996, toda vez que para dicha época la competencia por este delito estaba asignada justicia regional, sin que tuviera alguna relación jerárquica con la Dirección Seccional de Risaralda.  Así mismo, se solicitó a la Oficina de Talento Humano de la Policía Nacional de Pereira con el fin de que se informara si existe algún funcionario de nombre Jorge Suárez, pero aún no se ha obtenido respuesta al respecto.
Mencionó que el Coordinador de la Secretaría Común de la FGN certificó a la accionante que el vehículo PEH-042 no ha sido dejado a disposición de la entidad.

Consideró que a la actora no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno, máxime que los hechos descritos por la misma datan de hace 20 años y las investigaciones no se tienen sistematizadas ni tampoco los vehículos involucrados, lo que hizo dispendiosa la búsqueda.  En cuanto al derecho al debido proceso, tampoco puede predicarse su trangresión, ya que no se tiene registro alguno para afirmar que hubo una investigación donde se encuentre vinculado el automotor, ni que se hubiera decretado la suspensión del poder dispositivo, ni adelantado procedimiento de comiso o extinción del mismo.  
Explicó que no puede la actora considerar que se le ha vulnerado el derecho fundamental a la propiedad privada, toda vez que no existe registro indicativo que la FGN dictó medida cautelar sobre el citado vehículo.  Por lo tanto, es imposible que se le pueda expedir la certificación que solicitó para que se le exonere del pago del impuesto de rodamiento, ya que la actora debió haber cumplido en su momento con el trámite administrativo de traspaso cuando realizó el contrato de compraventa del automotor, más aún cuando tenía conocimiento que el mismo se encontraba involucrado en un proceso penal.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela.  (Fls. 58-63)

Adjuntó copia del oficio DSR-07 No.2054 del 4 de octubre dirigido a la Directora Seccional de Fiscalías de Medellín, respuesta del 4 de octubre d 2016 proferida por el Coordinador del OSAC a la petición del Director Seccional de Risaralda del 28 de marzo de 2016 (Fls. 64-75).
3.3.
 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN – DIRECCIÓN JURÍDICA
Advirtió que la presente acción resulta improcedente por cuanto no satisface los requisitos de subsidiariedad, por existir otros mecanismos de defensa judicial dispuestos por el ordenamiento jurídico para el efecto ni el de inmediatez, toda vez que los hechos alegados por la actora datan de hace aproximadamente 18 años. 

Igualmente, consideró que la demanda de amparo debe negarse por cuanto la entidad ya respondió a la accionante sobre su pedimento de manera clara, concreta y congruente, solicitando ampliación de la información por parte de la peticionaria, sin que la misma se pronunciara al respecto.
Con respecto al derecho a la propiedad privada, la tutela carece de fundamento alguno, ya que no existe medida a favor de la FGN en los documentos aportados por la accionante, ni se observa que el vehículo referido está o estuvo alguna vez bajo custodia de la entidad. Tampoco puede acreditarse vulneración al debido proceso, toda vez que la actora no aportó la información necesaria para la ubicación del expediente judicial dentro del cual afirma que se produjo la incautación con el fin de verificar los hechos aducidos, pues la misma argumenta que concurrió al proceso a través de apoderado y luego se desentendió del mismo. 
Hizo alusión a las diligencias que ha realizado la FGN para responder a la accionante su petición y concluyó que en este caso en particular, la señora Echeverri Rendón cuenta con otros mecanismos ordinarios de defensa judicial.  En todo caso, la accionante no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, ni cumplió con el principio de la inmediatez para presentar la acción constitucional.  De tal manera, que la FGN en momento alguno vulneró a l actora derechos fundamentales.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente  la acción de tutela interpuesta por la señora Echeverri Rendón.  (Fls. 76-88)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró  derechos fundamentales a la señora Carolina Echeverri Rendón, que amerite la intervención del juez constitucional.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.  Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.5.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

4.6. Con respecto al derecho fundamental al debido proceso, el mismo se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política según el cual “se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas”. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha decantado el alcance del derecho fundamental al debido proceso como “el deber de las autoridades, tanto judiciales como administrativas, de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción[19]. Así mismo, lo ha definido como un principio inherente al Estado de Derecho que “posee una estructura compleja y se compone por un plexo de garantías que operan como defensa de la autonomía y libertad del ciudadano, límites al ejercicio del poder público y barrera de contención a la arbitrariedad”[20].
 
Sobre el derecho al debido proceso administrativo la Corte desde sus inicios ha definido su alcance explicando que con la Carta de 1991 se produjo una innovación al elevar a rango de fundamental un derecho tradicionalmente de rango legal. En el texto Superior anterior ese derecho buscaba inicialmente asegurar la libertad física extendiéndose posteriormente a procesos de naturaleza no criminal y demás formas propias de cada juicio. Con la nueva Constitución se amplió su ámbito garantizador con el deber de consultar el principio de legalidad en las actuaciones judiciales y en adelante las administrativas[21].”
 
4.7.  DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1. En el caso sub examine, la Sala  observa que la señora Carolina Echeverri Rendón radicó  el 10 de marzo de 2016 un derecho de petición ante la Dirección Seccional de Fiscalías, en el que expuso los mismos hechos y pretensiones que hoy son objeto de estudio de la presente demanda de amparo (Fls. 8-10).  Al respecto, se advierte que el apoderado de la señora Echeverri Rendón  solicita que el juez de tutela ordene a la Fiscalía General de la Nación que: i) certifique que el vehículo de placa PEH-042 se encuentra a su disposición desde 1996, ii) informe qué decisión adoptó con respecto al vehículo mencionado y en qué calidad lo entregó y iii)  ordenar a la Fiscalía General de la Nación le entregue el automotor aludido.

4.7.2. Por su parte, la autoridad demandada encargada de absolver la petición a la actora,  luego de adelantar todas las diligencias pertinentes, no sólo le contestó a la señora Echeverri Rendón que no existe investigación por el delito de secuestro en contra del señor “Jorge Suárez”, sino que el vehículo de placa PEH-042 no presenta constancia de incautación, fuera de haberle sugerido a la actora que aportara información más exacta sobre los hechos o nombres de los sujetos procesales con el fin de ubicar la investigación que refirió en su escrito (Fls. 12 y 13).

4.7.3.  De las demás pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se evidencia el certificado de tradición del automóvil de placa PEH-042 del 15/801/2016 donde aparece como actual propietaria la señora Carolina Echeverri Rendón (folio 16), lo que significa que pese que la actora afirma que transfirió la posesión de dicho automotor cuando lo vendió en el año 1998 a “Jorge Suárez”, no realizó la tradición del vehículo en su momento y oportunidad, por lo cual le corresponde asumir las consecuencias derivadas de tal comportamiento.   En tal virtud, no puede ahora, luego de más de 18 años de la supuesta venta del aludido vehículo, pretender sin prueba alguna, que la FGN le certifique que el mismo se encuentra a su disposición cuando al parecer está en manos de un tercero que lo aseguró con la Compañía Mundial de Seguros S.A. y que le hizo la respectiva revisión técnico mecánica, lo que se desprende de la página web del RUNT (folios 14 y 15).

4.7.4.  Por lo anterior, en este caso en concreto se puede dar aplicación al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que como se dijo antes, la accionante es la responsable de los hechos que hoy alega por medio de la tutela y que procura subsanar por el descuido de no registrar la tradición del vehículo de placa PEH-042, lo que hace improcedente el amparo invocado.  Con respecto a este principio, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente:
 
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
 

“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
4.7.5. Aunado a lo anterior, la señora Echeverri Rendón tampoco verificó el principio de inmediatez que se requiere  observar por quien pretende que por vía de tutela se restablezcan los derechos fundamentales vulnerados.  En relación a la inmediatez, la accionante manifestó haber comparecido al proceso penal por la conducta delictiva de secuestro seguido en contra del presunto comprador del vehículo de placa PEH-042 en hechos ocurridos en el año 1998, lo que se infiere que la señora Echeverri Rendón no interpuso la acción de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, en oposición al principio de inmediatez.  De tal manera, que se puede concluir que la afectación de los derechos fundamentales invocados no demandan la intervención urgente y expedita del juez constitucional. Frente a  la inmediatez, la Corte Constitucional en la Sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:

 “La Corte Constitucional ha establecido algunos de los  factores que deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;[4] (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.[5]    

Además de lo anterior, la jurisprudencia también ha destacado que puede resultar admisible que transcurra un extenso espacio de tiempo entre el hecho que generó la vulneración y la presentación de la acción de tutela bajo dos circunstancias claramente identificables[6]: la primera de ellas, cuando se demuestra que la afectación es permanente en el tiempo[7] y, en segundo lugar, cuando se pueda establecer que “… la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”.[8]
 

Así, en conclusión, es evidente que la naturaleza de algunos derechos fundamentales conlleva a que su goce efectivo implique el acaecimiento de varios actos sucesivos y/o complementarios. Esto obliga, en paralelo, a que el análisis de procedibilidad de la acción de tutela deba ir atado al reconocimiento de cada una de esas etapas. En estos términos, el límite incontestable para interponer la solicitud de protección no es el transcurso de un periodo de tiempo determinado, sino el acaecimiento del fenómeno de la carencia actual de objeto[9]. La sentencia T-883 de 2009 advirtió que para que el amparo sea procedente, no obstante haber transcurrido un tiempo prolongado desde la ocurrencia del acto lesivo, se requiere que la afectación de derechos fundamentales que se pretende remediar sea actual[10].”  (Subrayas nuestras)
 

4.7.6. Así las cosas, si el objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares”, tal como lo indica el Decreto 2591 de 1991, significa entonces, que tal mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. 

Por lo tanto, en este caso en concreto, la Sala no encuentra conducta alguna atribuible a las entidades accionadas respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de derechos fundamentales a la señora Echeverri Rendón, por lo que debe declarar la improcedencia de la acción de tutela. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  
RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por el apoderado judicial de la señora Carolina Echeverri Rendón, de conformidad con las argumentos considerados.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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